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PRIMER EJERCICIO TEÓRICO 
 
1. Indique la respuesta incorrecta según la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 

Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. Se 
consideran interesados en el procedimiento: 

 
a) Quienes lo promuevan como titulares de derechos o intereses legítimos 

individuales o colectivos. 
b) Los que, sin haber iniciado el procedimiento, aun cuando no tengan derechos que 

puedan resultar afectados por la decisión que en el mismo se adopte. 
c) Aquellos cuyos intereses legítimos, individuales o colectivos, puedan resultar 

afectados por la resolución y se personen en el procedimiento en tanto no haya 
recaído resolución definitiva. 

d) Las asociaciones y organizaciones representativas de intereses económicos y 
sociales serán titulares de intereses legítimos colectivos en los términos que la Ley 
reconozca. 

 

2. Según el artículo 40 la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, a los solos efectos de 
entender cumplida la obligación de notificar dentro del plazo máximo de 
duración de los procedimientos, será suficiente la notificación que contenga: 

 
a) El texto íntegro de la resolución, así como la indicación de si pone fin o no a la vía 

administrativa. 
b) El texto íntegro de la resolución, así como el intento de notificación debidamente 

acreditado. 
c) El texto íntegro de la resolución, así como la expresión de los recursos que 

proceden y el plazo para interponerlos, sin perjuicio de que los interesados puedan 
ejercitar, en su caso, cualquier otro que estimen procedente. 

d) El texto íntegro de la resolución. 
 

3. De acuerdo con el artículo 24 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público, en el caso de que un interesado promueva la 
recusación de una autoridad o empleado público y este último niegue la causa 
de recusación, ¿qué plazo tiene el superior jerárquico para resolver el 
incidente?: 

 
a) Al día siguiente, manifestando si se da o no la causa alegada. 
b) En el plazo de tres días, previos los informes y comprobaciones que considere 

oportunos. 
c) En el plazo de cinco días hábiles, sin posibilidad de realizar comprobaciones 

adicionales. 
d) De inmediato, acordando la sustitución del recusado de manera preventiva. 
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4. Indique la respuesta incorrecta según el artículo 24 de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, del Procedimiento Administrativo de las Administraciones Públicas, 
respecto del silencio administrativo: 
 

a) La estimación por silencio administrativo tiene a todos los efectos la consideración 
de acto administrativo finalizador del procedimiento. 

b) La desestimación por silencio administrativo tiene los solos efectos de permitir a los 
interesados la interposición del recurso que proceda. 

c) En los casos de estimación por silencio administrativo, la resolución expresa 
posterior a la producción del acto sólo podrá dictarse de ser confirmatoria del 
mismo. 

d) En los casos de desestimación por silencio administrativo, la resolución expresa 
posterior al vencimiento del plazo se adoptará por la Administración teniendo en 
cuenta el sentido del silencio. 

 

5. De acuerdo con el artículo 94 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, ¿cuál 
de las siguientes afirmaciones es correcta en relación con el desistimiento y la 
renuncia por parte de los interesados? 

 
a) El desistimiento y la renuncia podrán hacerse por cualquier medio que permita su 

constancia, siempre que incorpore las firmas de todos los interesados en el 
procedimiento. 

b) La Administración aceptará de plano el desistimiento o la renuncia, y declarará 
concluso el procedimiento salvo que, habiéndose personado terceros interesados, 
instasen estos su continuación en el plazo de diez días desde que fueron 
notificados. 

c) Si la cuestión suscitada por la incoación del procedimiento entrañase interés 
general, la Administración resolverá de plano la prohibición de desistir al 
interesado. 

d) Ninguna es correcta. 

 

6. ¿Cuál de los siguientes actos administrativos no es nulo de pleno derecho 
según el artículo 47.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas? 
 

a) Los dictados por órgano manifiestamente incompetente por razón de la materia o 
del territorio. 

b) Los que tengan un contenido imposible. 
c) Los dictados prescindiendo total y absolutamente del procedimiento legalmente 

establecido. 
d) Los que contengan cualquier infracción del ordenamiento jurídico, incluida la 

desviación de poder. 
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7. De acuerdo con el artículo 39 la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, ¿en qué condiciones 
podrá otorgarse eficacia retroactiva a los actos administrativos? 
 

a) En cualquier caso, siempre que el órgano que dicte el acto estime que existen 
razones de urgencia debidamente motivadas. 

b) Cuando se dicten en sustitución de actos anulados, o cuando produzcan efectos 
favorables al interesado, siempre que los supuestos de hecho existieran en la 
fecha a que se pretenda retrotraer la eficacia y no lesione derechos de otras 
personas. 

c) Únicamente cuando el acto suponga una sanción administrativa que resulte más 
beneficiosa para el infractor según la normativa vigente. 

d) Todas son correctas. 

 

8. De acuerdo con el artículo 86 la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, los acuerdos, pactos, 
convenios o contratos que celebren las Administraciones Públicas deberán 
establecer como contenido mínimo (señale la incorrecta): 
 

a) La identificación de las partes intervinientes. 
b) El ámbito personal, funcional y territorial. 
c) El plazo de vigencia. 
d) Las causas de su resolución. 

 

9. De conformidad con el artículo 106 de la Constitución Española de 1978, los 
Tribunales controlan: 

 
a) La potestad legislativa y la conformidad de la actuación administrativa. 
b) La potestad expropiatoria y la legalidad de la actuación administrativa. 
c) La potestad reglamentaria y la legalidad de la actuación administrativa. 
d) La potestad tributaria y la conformidad de la actuación administrativa. 

 
10. Según el artículo 147 de la Constitución Española de 1978, los Estatutos de 

Autonomía: 
 

a) Serán la norma institucional fundamental de cada Comunidad Autónoma y el 
Estado los reconocerá y amparará como parte integrante de su ordenamiento 
jurídico. 

b) Deberán contener la denominación de la Comunidad que mejor corresponda a su 
identidad histórica, la delimitación de su territorio, la denominación, organización y 
sede de las instituciones autónomas propias y las competencias asumidas dentro 
del marco establecido en la Constitución y las bases para el traspaso de los 
servicios correspondientes a las mismas. 
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c) El Gobierno los reconocerá y amparará como parte integrante de su ordenamiento 
jurídico. 

d) Su reforma se ajustará al procedimiento establecido en la Constitución y requerirá, 
en todo caso, la aprobación del Tribunal Constitucional. 

 
 
11. La provincia, según el artículo 141 de la Constitución Española de 1978, es: 
 

a) Una entidad local territorial con personalidad jurídica propia, determinada por la 
agrupación de entidades locales y división territorial para el cumplimiento de las 
actividades del Estado. 

b) Una entidad local territorial con personalidad jurídica plena, determinada por la 
agrupación de ayuntamientos y división territorial para el cumplimiento de las 
actividades de la Comunidad Autonómica respectiva. 

c) Una entidad local con personalidad jurídica propia, determinada por la agrupación 
de municipios y división territorial para el cumplimiento de las actividades de la 
Comunidad Autonómica respectiva. 

d) Una entidad local con personalidad jurídica propia, determinada por la agrupación 
de municipios y división territorial para el cumplimiento de las actividades del 
Estado. 

 
12. Conforme al artículo 8 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, se dispone en relación 

a la competencia de los órganos administrativos: 
 

a) Las competencias atribuidas a los órganos administrativos podrán ser 
desconcentradas en otros jerárquicamente dependientes de aquéllos en los 
términos y con los requisitos que prevean las propias normas de atribución de 
competencias. 

b) La titularidad y el ejercicio de las competencias atribuidas a los órganos 
administrativos podrán ser descentralizadas en otros jerárquicamente 
independientes de aquéllos en los términos y con los requisitos que prevean las 
propias normas de atribución de competencias. 

c) La titularidad y el ejercicio de las competencias atribuidas a los órganos 
administrativos podrán ser desconcentradas en otros jerárquicamente 
dependientes de aquéllos en los términos y con los requisitos que prevean las 
propias normas de atribución de competencias. 

d) Las competencias atribuidas a los órganos administrativos podrán ser 
descentralizadas en otros jerárquicamente dependientes de aquéllos en los 
términos y con los requisitos que prevean las propias normas de atribución de 
competencias. 
 

 
13. Según el artículo 15 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de 

Riesgos Laborales, la efectividad de las medidas preventivas deberá prever las 
distracciones o imprudencias que pudiera cometer el trabajador: 

 



 

 

5 

 

a) Sólo las temerarias y para su adopción se tendrán en cuenta los riesgos 
sustanciales que pudieran implicar determinadas medidas preventivas. 

b) Sólo las no temerarias y para su adopción se tendrán en cuenta los riesgos 
adicionales que pudieran implicar determinadas medidas preventivas. 

c) Sólo las imprudentes y para su adopción se tendrán en cuenta los riesgos 
sustanciales que pudieran implicar determinadas medidas preventivas. 

d) Sólo las no imprudentes y para su adopción se tendrán en cuenta los riesgos 
adicionales que pudieran implicar determinadas medidas preventivas. 

 
14. Cuando un acto o una cláusula integrada en un negocio jurídico constituyan o 

causen discriminación por razón de sexo, en aplicación del artículo 10 de la Ley 
Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y 
hombres: 

 
a) Se considerarán anulables y susceptibles de subsanación a instancia de parte en el 

plazo de 10 días. 
b) Se considerarán anulables y susceptibles de subsanación a requerimiento 

efectuado de oficio en el plazo de 10 días. 
c) Se considerarán nulos y darán lugar a la retroacción de las actuaciones. 
d) Se considerarán nulos y sin efecto y darán lugar a responsabilidad. 

 
15.  De acuerdo al artículo 135 de la Constitución Española de 1978, marque la 

respuesta correcta: 
 

a) El Estado y las Comunidades Autónomas adecuarán sus actuaciones al principio 
de estabilidad presupuestaria. 

b) Una ley fijará el déficit estructural mínimo permitido al Estado y a las Comunidades 
Autónomas, en relación con su producto interior bruto. 

c) Las Entidades Locales deberán presentar equilibrio presupuestario. 
d) El Estado y las Comunidades Autónomas habrán de estar autorizados por ley 

orgánica para emitir deuda pública o contraer crédito. 

 
16. De acuerdo al artículo 133 de la Constitución Española de 1978, marque la 

respuesta correcta: 
 

a) Las administraciones públicas sólo podrán contraer obligaciones financieras y 
realizar gastos de acuerdo con sus reglamentos. 

b) Las Comunidades Autónomas y las Corporaciones locales podrán establecer y 
exigir tributos de acuerdo con la Constitución y las leyes. 

c) La potestad originaria para establecer los tributos corresponde exclusivamente a 
las Cortes Generales, mediante ley orgánica. 

d) Todo beneficio fiscal que afecte a los tributos del Estado requerirá la mayoría de 
dos tercios de ambas cámaras de las Cortes Generales. 
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17. El recurso contencioso-administrativo es admisible, según los artículos 25 y 26 
de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-
administrativa, en relación con la siguiente actividad administrativa: 

 
a) Contra las disposiciones de carácter general y actos expresos y presuntos de la 

Administración Pública que pongan fin a la vía administrativa. 
b) Contra la inactividad de la Administración y contra los actos que se produzcan en 

aplicación de las disposiciones de carácter general, fundada en que éstas no son 
conformes a Derecho. 

c) Contra las actividades materiales. 
d) Las respuestas a) y b) son correctas. 

 

18. Conforme al artículo 20 de la Ley 7/1985, son órganos necesarios en todos los 
Ayuntamientos: 
 

a) El Alcalde, los Tenientes de Alcalde y el Pleno. 
b) El Alcalde, el Pleno y la Junta de Gobierno Local en todo caso. 
c) El Alcalde, los Concejales Delegados y las Comisiones Informativas. 
d) El Alcalde, el Pleno y las Comisiones Informativas. 

 

19. La Junta de Gobierno Local es órgano necesario: 
 

a) En todos los municipios sin excepción. 
b) En los municipios con población superior a 5.000 habitantes y en los de menos 

cuando así lo disponga su Reglamento Orgánico o lo acuerde el Pleno. 
c) Únicamente en los municipios de gran población. 
d) En los municipios de régimen de Concejo Abierto. 

 

20. Las sesiones ordinarias del Pleno de los Ayuntamientos con población entre 
5.001 y 20.000 habitantes se celebrarán, como mínimo: 
 

a) Cada mes. 
b) Cada dos meses. 
c) Cada tres meses. 
d) Cada quince días. 

 

21. La potestad reglamentaria de las Entidades Locales se manifiesta a través de: 
 

a) Reales Decretos y Órdenes Ministeriales. 
b) Reglamentos y Ordenanzas. 
c) Instrucciones y circulares internas exclusivamente. 
d) Bandos del Alcalde con carácter normativo. 
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22. De acuerdo con la legislación de Régimen Local, los bienes de las Entidades 
Locales se clasifican en: 

 
a) Bienes demaniales y bienes privativos. 
b) Bienes de dominio público, bienes patrimoniales y bienes comunales. 
c) Bienes afectos y bienes desafectados. 
d) Bienes propios y bienes cedidos. 

 

23. De conformidad con el artículo 69 de la Ley 39/2015, la Declaración 
Responsable, en el ámbito de la intervención administrativa local sobre la 
actividad privada: 
 

a) Sustituye en todo caso a la licencia urbanística de obra mayor. 
b) Permite el ejercicio del derecho o el inicio de la actividad desde el día de su 

presentación, sin perjuicio de las facultades de comprobación posterior. 
c) Requiere resolución expresa previa de la Administración en el plazo de tres meses. 
d) Es un acto presunto positivo equivalente al silencio administrativo. 

 

24. Conforme al artículo 85 de la Ley 7/1985, no constituye una forma de gestión 
directa de los servicios públicos locales: 
 

a) Gestión por la propia Entidad Local. 
b) Organismo autónomo local. 
c) Sociedad mercantil local cuyo capital social sea de titularidad pública. 
d) Concesión administrativa a un tercero. 

 

25. Según el artículo 14 de la Ley 39/2015, ¿los empleados públicos están obligados 
a relacionarse con su respectiva Administración por medios electrónicos?: 
 

a) Sí, en todo caso. 

b) Sí, para los trámites y actuaciones que realicen con ella por su razón de empleado 

público, en la forma en que determine reglamentariamente cada Administración. 

c) No, solo cuando lo establezca reglamentariamente cada Administración. 

d) Sí, siempre que la Administración de que se trate haya facilitado a sus empleados 

públicos un número de identificación profesional en el certificado electrónico de 

empleado público.  

 

26. ¿Cuál de las siguientes afirmaciones es correcta según lo dispuesto en el 
artículo 16.4 de la Ley 39/20215?: 
 

a) Los registros electrónicos de todas y cada una de las Administraciones deberán ser 

informáticamente compatibles, de modo que se garantice su interconexión, así 
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como la transmisión telemática de los asientos registrales que consten en dichos 

registros. 

b) Los registros electrónicos de todas y cada una de las Administraciones deberán ser 

interoperables, de modo que se garantice su compatibilidad informática, así como 

el acceso a los documentos que se presenten en cualquiera de los citados 

registros. 

c) Los registros electrónicos de todas y cada una de las Administraciones deberán ser 

plenamente interoperables, de modo que se garantice su compatibilidad informática 

e interconexión, así como la transmisión telemática de los asientos registrales y de 

los documentos que se presenten en cualquiera de los registros. 

d) Todas son correctas. 

 

27. ¿Qué se entiende por digitalización, conforme el artículo 27.3 b) de la Ley 
39/2015?: 
 

a) El proceso tecnológico que permite tratar un documento no electrónico para su 

conversión y archivo en documento electrónico conteniendo la imagen de dicho 

documento. 

b) El proceso que permite adaptar un documento en papel u otro formato no 

electrónico para su almacenamiento electrónico fiel e íntegro. 

c) El proceso tecnológico que permite convertir un documento en soporte papel en un 

fichero electrónico que contiene la imagen codificada, fiel e íntegra del documento. 

d) El proceso tecnológico que permite convertir un documento en soporte papel o en 

otro soporte no electrónico en un fichero electrónico que contiene la imagen 

codificada, fiel e íntegra del documento. 

 

28. A los efectos previstos en el artículo 43 de la Ley 39/2015, ¿qué se entiende por 
comparecencia en sede electrónica?: 
 

a) El acceso por el interesado o su representante debidamente identificado al 

contenido de la notificación. 

b) La personación del interesado ante el registro administrativo, presencial o 

telemático, con sistema de identificación válidamente emitido. 

c) El acceso del interesado a la sede electrónica de la Administración actuante para 

facilitar sus datos identificativos. 

d) La recepción por el interesado de un correo electrónico con el aviso de la puesta a 

su disposición de la notificación. 

 

29. Según el artículo 89 de la Ley 7/1985, reguladora de Bases de Régimen Local, el 
personal al servicio de las entidades locales puede dividirse en: 
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a) Funcionarios de carrera, funcionarios interinos, personal laboral, ya sea fijo, por 

tiempo indefinido o temporal y personal eventual. 

b) Funcionarios de carrera, contratados en régimen de derecho laboral y personal 

eventual que desempeña puestos de confianza o asesoramiento especial. 

c) Cargos directivos, funcionarios, laborales y eventuales. 

d) Funcionarios con habilitación de carácter nacional, funcionarios sin habilitación de 

carácter nacional, laborales y eventuales. 

 

30. El artículo 92 bis de la Ley 7/1985 establece las funciones públicas reservadas a 
los funcionarios de administración local con habilitación de carácter nacional. 
Indique cuál de las siguientes opciones describe funciones incluidas en dicha 
reserva: 
 

a) Las de control y fiscalización interna de la gestión económico-financiera y 

presupuestaria, y la contabilidad, tesorería y recaudación, así como cualquier otra 

que implique ejercicio de autoridad. 

b) La fe pública y el asesoramiento legal urbanístico, así como las de contabilidad, 

tesorería y recaudación. 

c) Las de control y fiscalización interna de la gestión económico-financiera y 

presupuestaria, y la contabilidad, tesorería y recaudación. 

d) El asesoramiento legal preceptivo, la jefatura superior del personal y el control y 

fiscalización de la gestión económica y presupuestaria. 

 

31. La condición de funcionario de carrera se adquiere por el cumplimiento 
sucesivo de los siguientes requisitos: 
 

a) Superación del proceso selectivo, nombramiento por órgano o autoridad 

competente, publicado en el diario oficial que proceda; acto de acatamiento a la 

Constitución, Estatuto de Autonomía y resto del Ordenamiento Jurídico, y toma de 

posesión dentro del plazo que se establezca. 

b) Superación del proceso selectivo, nombramiento por órgano o autoridad 

competente y toma de posesión en el plazo que se establezca. 

c) Nombramiento por el pleno de la entidad local, acatamiento a la Constitución, 

Estatuto de Autonomía y resto del Ordenamiento Jurídico, y toma de posesión 

dentro del plazo que se establezca. 

d) Superación del proceso selectivo, nombramiento por órgano o autoridad 

competente, publicado en el diario oficial que proceda; acto de acatamiento a la 

Constitución, Estatuto de Autonomía y resto del Ordenamiento Jurídico, y 

personación en la sede de la entidad local para incorporación al puesto de trabajo. 
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32. Según el artículo 85 del Texto Refundido de la Ley del Estatuto Básico del 
Empleado Público, las situaciones administrativas en que pueden hallarse los 
funcionarios de carrera son las siguientes: 
 

a) Servicio activo, servicios especiales, excedencia voluntaria, excedencia forzosa, y 

suspensión de funciones. 

b) Servicio activo, servicio en otras Administraciones Públicas, excedencia y 

suspensión de funciones. 

c) Servicios especiales, suspensión de funciones, excedencia especial y servicio en 

otras Administraciones Públicas. 

d) Servicio activo, servicios especiales, servicio en otras Administraciones Públicas, 

excedencia y suspensión de funciones. 

 

33. Indique la respuesta incorrecta respecto a los criterios de clasificación de los 
estados de gastos de los presupuestos de las entidades locales: 

 
a) Opcionalmente, por unidades orgánicas. 

b) Por categorías económicas. 

c) Por programas. 

d) Por el principio de precio de adquisición. (art.3 Orden EHA/3565/2008) 

 
34. La aprobación de la liquidación del presupuesto general de una entidad local, 

corresponde a: 
 

a) El pleno de la entidad local. 
b) El pleno de la entidad local, previo informe de la Intervención. 
c) Al presidente de la entidad local, previo informe de la intervención.  
d) Al secretario de la entidad, previo informe de la intervención. 

 
 
35. El presupuesto de la Entidad Local será formado por la Presidencia y a él no 

habrá de unirse la siguiente documentación: 
 

a) Memoria explicativa de su contenido y de las principales modificaciones que 
presente en relación con el vigente. 

b) Liquidación del presupuesto del ejercicio anterior y avance de la del corriente, 
referida, al menos, a seis meses del ejercicio corriente. 

c) Estado de cambios en el activo real neto.  
d) Anexo de personal de la Entidad Local. 

 
 
36. De acuerdo al Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, 

los Ayuntamientos exigirán los siguientes impuestos con carácter obligatorio: 
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a) El Impuesto sobre Bienes Inmuebles, el Impuesto sobre Actividades Económicas, 
el Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras. 

b) El Impuesto sobre Bienes Inmuebles, el Impuesto sobre Actividades Económicas, 
el Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica. 

c) El Impuesto sobre Bienes Inmuebles, el Incremento de Valor de los Terrenos de 
Naturaleza Urbana, el Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica. 

d) El Impuesto sobre Bienes Inmuebles, Impuesto sobre Construcciones, 
Instalaciones y Obras, el Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica. 

 
 
37. De acuerdo con el artículo 25 de la Ley 9/2017, de Contratos deI Sector Público 

(LCSP), los contratos administrativos se regirán, en cuanto a su preparación, 
adjudicación, efectos, modificación y extinción, por: 
 

a) La LCSP y sus disposiciones de desarrollo, supletoriamente se aplicarán las 
restantes normas de derecho administrativo y, en su defecto, las normas de 
derecho privado. 

b) La LCSP; supletoriamente se aplicarán las restantes normas de derecho público y, 
en su defecto, las normas de derecho privado. 

c) Las disposiciones de desarrollo de la LCSP; supletoriamente se aplicarán las 
restantes normas de derecho administrativo y, en su defecto, las normas de 
derecho público. 

d) Por las normas de derecho privado que les resulten de aplicación. 
 

38. Según el artículo 107.1 la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del 
Sector Público, ¿cuál es la cuantía de la garantía definitiva?: 

 
a) La cuantía de la garantía definitiva es el 5 % del importe de adjudicación ofertado 

por la proposición económicamente más ventajosa, incluido el Impuesto sobre el 
Valor Añadido. 

b) La cuantía de la garantía definitiva es el 10 % del importe de adjudicación ofertado 
por la proposición económicamente más ventajosa, incluido el Impuesto sobre el 
Valor Añadido. 

c) La cuantía de la garantía definitiva es el 10 % del importe de adjudicación ofertado 
por la proposición económicamente más ventajosa, excluido el Impuesto sobre el 
Valor Añadido. 

d) La cuantía de la garantía definitiva es el 5 % del importe de adjudicación ofertado 
por la proposición económicamente más ventajosa, excluido el Impuesto sobre el 
Valor Añadido. 

 
 
39. De acuerdo con el artículo 100.1 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de 

marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora de las 
Haciendas Locales, el impuesto sobre Construcciones, instalaciones y Obras: 

 
a)  Es un tributo indirecto cuyo hecho imponible está constituido por la realización, 

dentro del término municipal, de cualquier construcción, instalación u obra para la 
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que se exija obtención de la correspondiente licencia de obras o urbanística, solo 
cuando se haya obtenido dicha licencia. 

b) Es un tributo indirecto cuyo hecho imponible está constituido por la realización, 
dentro del término municipal, de cualquier construcción, instalación u obra para la 
que se exija obtención de la correspondiente licencia de obras o urbanística, se 
haya obtenido o no dicha licencia, independientemente de que la expedición de la 
licencia corresponda al ayuntamiento de la imposición. 

c) Es un tributo directo cuyo hecho imponible está constituido por la realización, 
dentro del término municipal, de cualquier construcción, instalación u obra para la 
que se exija obtención de la correspondiente licencia de obras o urbanística, solo 
cuando se haya obtenido dicha licencia. 

d) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta. 
 
 
40. El Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto 

refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, establece en el 
artículo 190 que los preceptores de pagos a justificar con cargo a los 
presupuestos de gastos: 
 

a) Quedarán obligados a justificar la aplicación de las cantidades percibidas en el 
plazo máximo de tres meses, no pudiéndose expedir nuevas órdenes de pago a 
justificar, por los mismos conceptos presupuestarios, a aquellos perceptores que 
tuviesen aún en su poder fondos pendientes de justificación. 

b) Quedarán obligados a justificar la aplicación de las cantidades percibidas en el 
plazo máximo de tres meses, pudiéndose expedir nuevas órdenes de pago a 
justificar, por los mismos conceptos presupuestarios, a aquellos perceptores que 
tuviesen aún en su poder fondos pendientes de justificación. 

c) Quedarán obligados a justificar la aplicación de las cantidades percibidas a lo largo 
del ejercicio presupuestario, no pudiéndose expedir nuevas órdenes de pago a 
justificar, por los mismos conceptos presupuestarios, a aquellos perceptores que 
tuviesen aún en su poder fondos pendientes de justificación. 

d) Quedarán obligados a justificar la aplicación de las cantidades percibidas a lo largo 
del ejercicio presupuestario, pudiéndose expedir nuevas órdenes de pago a 
justificar, por los mismos conceptos presupuestarios, a aquellos perceptores que 
tuviesen aún en su poder fondos pendientes de justificación. 

 
 
 

PREGUNTAS DE RESERVA 
 
41. Según el artículo 29.2 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del 

Sector Público, la prórroga del contrato se acordará por el órgano de 
contratación y será obligatoria para el empresario, salvo que en el pliego que 
rija el contrato se establezca un plazo mayor y siempre que su preaviso se 
produzca al menos con: 
 

a) Un mes de antelación a la finalización del plazo de duración del contrato. 
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b) Dos meses de antelación a la finalización del plazo de duración del contrato. 
c) Tres meses de antelación a la finalización del plazo de duración del contrato. 
d) Seis meses de antelación a la finalización del plazo de duración del contrato. 

 
 
42. Según el artículo 34 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 

Sector Público, la cuantía de la indemnización se calculará con referencia… 
 

a) Al día en que la lesión efectivamente se produjo, sin perjuicio de su actualización a 
la fecha en que se ponga fin al procedimiento de responsabilidad con arreglo al 
Índice de Garantía de la Competitividad, fijado por el Instituto Nacional de 
Estadística, y de los intereses que procedan por demora en el pago de la 
indemnización fijada, los cuales se exigirán con arreglo a lo establecido en la Ley 
47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, o, en su caso, a las normas 
presupuestarias de las Comunidades Autónomas. 

b) Al día en que la reclamación efectivamente se produjo, sin perjuicio de su 
actualización a la fecha en que se ponga fin al procedimiento de responsabilidad 
con arreglo al Índice de Garantía de la Competitividad, fijado por el Instituto 
Nacional de Estadística, y de los intereses que procedan por demora en el pago de 
la indemnización fijada, los cuales se exigirán con arreglo a lo establecido en la Ley 
47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, o, en su caso, a las normas 
presupuestarias de las Entidades Locales. 

c) Al día en que la concesión efectivamente se produjo, sin perjuicio de su 
actualización a la fecha en que se acredite el abono en el procedimiento de 
responsabilidad con arreglo al Índice de Garantía de la Competitividad, fijado por el 
Instituto Nacional de Estadística, y de los intereses que procedan por demora en el 
pago de la indemnización fijada, los cuales se exigirán con arreglo a lo establecido 
en la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, o, en su caso, a 
las normas presupuestarias de los demás organismos públicos. 

d) Al día en que la lesión efectivamente se produjo, sin perjuicio de su actualización a 
la fecha en que se ponga fin al procedimiento de responsabilidad con arreglo al 
Indicador Público de Renta de Efectos Múltiples, fijado por el Instituto Nacional de 
Estadística, y de los intereses que procedan por demora en el pago de la 
indemnización fijada, los cuales se exigirán con arreglo a lo establecido en la Ley 
47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, o, en su caso, a las normas 
presupuestarias de las Entidades Locales. 

 

43. ¿Qué se entiende por información pública a efectos de la Ley 19/2013, de 
Transparencia, Acceso a la información pública y Buen Gobierno?: 
 

a) Los documentos, cualquiera que sea su formato o soporte, que obren en poder de 

alguna Administración Pública y que hayan sido elaborados o adquiridos en el 

ejercicio de sus funciones. 
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b) Los contenidos o documentos, cualquiera que sea su formato o soporte, que obren 

en poder de alguno de los sujetos incluidos en el ámbito de aplicación de esa ley y 

que hayan sido elaborados o adquiridos en el ejercicio de sus funciones. 

c) Los contenidos o documentos que obren en poder de alguno de los sujetos 

obligados por la legislación de Transparencia y que hayan sido obtenidos en el 

ejercicio de sus funciones. 

d) Todas las respuestas anteriores son correctas. 

 

44. Según la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, 
¿qué elementos integran el municipio? 
 

a) El término municipal, la población y el Ayuntamiento. 
b) El territorio, los vecinos y el Alcalde. 
c) El término municipal, la población y la organización. 
d) La población, el padrón y las competencias. 

 
 

 

 

 


